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El término 'déficit de implementación' ha sido utilizado por
analistas políticos para describir la distancia existente entre los ob-
jetivos recogidos en distintos programas de políticas públicas y los
resultados realmente conseguidos. En Alemania fue el Consejo de
Expertos para Cuestiones Medioambientales el que primeramente,
en 1974, acuñó este término (Vollzugsdefizit) para aplicarlo a la
política de protección del medio ambiente. En esta política el
déficit de implementación definía una situación en la que, a pe-
sar de existir una legislación comprehensiva y exigente, predo-
minaba un cumplimiento insatisfactorio de los objetivos políticos.
Este déficit habría conducido a que, «a pesar de los esfuerzos le-
gislativos, la degradación medioambiental no [hubiera sidol redu-
cida en la medida esperada» (HUCKE y ULLMANN, 1980:105). En un
principio el déficit de implementación se atribuyó al proceso de
negociación entre las autoridades y las industrias en la fase pre-
via a la puesta en práctica de la política medioambiental; este
proceso favorecía, supuestamente, una aplicación a la baja de la
política y consolidaba la posición privilegiada de los grupos in-
dustriales (MAYNTZ et al., 1978) Posteriormente, se relativizó la
relevancia del déficit señalándose que éste no significaba tanto
una insuficiente aplicación de la política como la existencia de
leyes inadecuadas, y excesivamente estrictas, para ser cumplidas
(RANDELZHOFER y WILKE, 1981). Asimismo, se admitió que la nego-
ciación, que teóricamente acompañaba al déficit, suponía un in-
tento de corrección de una política elaborada erróneamente, así
como la incorporación de intereses olvidados durante la formu-
lación de los programas medioambientales (MAYNTZ, 1980).

A pesar de que en su origen el déficit de implementación
sirvió para describir la política medioambiental de los países
occidentales, el término es aún más adecuado para los antiguos
países comunistas del Este de Europa. Este déficit se constata
actualmente en los esfuerzos de los nuevos gobiernos demo-
cráticos de esta región por superar los graves daños ecológicos
heredados del pasado, así como en la preocupación de sus
responsables políticos acerca de si, una vez más, se enfrentarán
a una frustrante diferencia entre intenciones y resultados o si,
por el contrario, podrán reducir este problema a través de nue-
vas aproximaciones políticas y diseños institucionales.
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A la hora de afrontar los problemas medioambientales del
Este de Europa se ha producido un considerable esfuerzo por
transferir y aplicar la 'sabiduría de Occidente'. Este proceso,
que ha sido llevado a cabo conjuntamente por agencias públi-
cas de distintos países y por ONGs, ha adoptado dos formas:
Una general a través del consejo político y, otra más particular,
a través de diversos programas de apoyo. Frecuentemente
ha existido una tendencia a ofrecer (y de manera paralela a
aceptar acríticamente) la experiencia occidental como modelo a
imitar.

De este modo, se han infraestimado las especificidades de
los contextos nacionales del Este, las posibilidades de nuevas
vías para la creación institucional, y los límites de las organiza-
ciones de Occidente. Este artículo intentará aproximarse a algu-
nos de estos problemas a través de un doble prisma: La revisión
de la naturaleza de los problemas medioambientales en el Este
de Europa, y el análisis crítico de la actuación de algunos países
occidentales —España, Gran Bretaña, y Alemania— en la polí-
tica de control de la contaminación atmosférica. El objetivo fi-
nal será identificar lo que el Este puede aprender de la expe-
riencia de Occidente, tanto en su vertiente de fracaso como de
éxito.

1. Los rasgos comunes de la
política medioambiental

Existe un debate dentro de los análisis sobre políticas públi-
cas entre la 'hipótesis de la especificidad de la política pública'
(Lowi, 1964) y la 'hipótesis del estilo político nacional'
(RICHARDSON, 1982): La primera defiende que las distintas políti-
cas están determinadas básicamente por sus características in-
herentes y que, por lo tanto, a nivel comparativo éstas tienden
a ser similares con independencia del país objeto de análisis';
la segunda sugiere que las políticas son diferentes en cada país
debido a los específicos contextos históricos y tradiciones
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institucionales nacionales. Cada una de estas aproximaciones
ha encontrado tanto detractores como defensores en el caso de
la política medioambiental aunque no deberían, en principio,
ser siempre tratadas como excluyentes: Es cierto que las políti-
cas conservacionistas comparten importantes rasgos al margen
de los países en los que se desarrollan pero, al mismo tiempo,
también es posible identificar en ellas peculiariedades naciona-
les significativas (como se verá más adelante).

Con relación a los rasgos comunes, se ha señalado que la
política de «control de la contaminación está sujeta, necesaria-
mente, a una negociación continua entre los inspectores [públi-
cos medioambientales] y la industria» (VOGEL, 1986: 64). Por
ello, y con independencia del país analizado, parecen existir
pautas similares de relación entre los gobiernos, los intereses
industriales (business), los grupos medioambientales y los ciu-
dadanos (the public). De esta forma, los grupos industriales
suelen disfrutar de una posición privilegiada dentro del proce-
so político, mientras que otros intereses sociales permanecen
relativamente excluidos del mismo. Sin embargo, al mismo tiem-
po, y en respuesta a presiones internacionales (principalmente
de la Unión Europea, UE) y nacionales (de movimientos
ecologistas en ascenso) en favor de una política medioambiental
más rigurosa y abierta a la participación social, distintos gobier-
nos han promovido una serie de cambios en sus aproximacio-
nes a esta política aunque, en la mayoría de los casos, los prin-
cipios fundamentales de la misma se han mantenido
prácticamente inalterados (AGUILAR, 1994). Otra peculiaridad de
la política medioambiental es que se ha convertido en un área
eminentemente técnica en la que los expertos juegan un papel
clave; a pesar de ello, los expertos son vistos cada vez con
mayor reticencia por parte de los grupos ecologistas y de mu-
chos ciudadanos porque están frecuentemente vinculados a
organizaciones industriales.

2. La situación medioambiental
en la Europa del Este

Como resultado de decenios de desarrollo industrial y ges-
tión económica insensibles al medio ambiente, las emisiones
contaminantes en la mayoría de los países de Europa Central y
del Este habían alcanzado alrededor de 1989 tal magnitud que
la política de protección medioambiental en la región fue pron-
to considerada un tema de gran importancia a nivel internacio-
nal. Esto condujo a la incorporación de programas de asistencia
en esta política como componente clave de la mayor parte de
los paquetes de ayuda para la región, y a que un amplio abani-
co de instituciones occidentales —desde la Agencia de Protec-
ción Medioambiental de Estados Unidos hasta Greenpeace-

lanzasen iniciativas dirigidas a poner a disposición de los res-
ponsables políticos del Este de Europa su conocimiento y expe-
riencia en la protección del medio ambiente 2.

Las razones de la preocupación internacional por el estado
medioambiental del Este de Europa resultan bastante evidentes.
Por un lado, la contaminación de la región contribuye enorme-
mente a las emisiones transfronterizas europeas que causan la
lluvia acida y al deterioro de los cauces fluviales internaciona-
les y de los ecosistemas marinos. Desde el punto de vista de
Occidente, el factor que hasta hace poco tiempo relativizaba la
contaminación de la región era que los vientos la empujaban
hacia el Este. Pero esto ha dejado de ser ya un consuelo en el
escenario internacional posterior a la guerra fria -escenario de
'la casa común europea' y de la preocupación por el impacto
global de las emisiones atmosféricas. Por otro lado, estas emi-
siones han provocado que territorios enteros del Este se vean
dramáticamente afectados por una contaminación aguda y ge-
neralizada (tanto en el aire, como en el agua y en el suelo) que
constituye una amenaza para la salud y el bienestar públicos. La
resolución de estas crisis localizadas es así considerada como
uno de los problemas sociales más urgentes de la región.

Nivel y tendencias en las emisiones de SO2,1988

Checoslovaquia

Polonia

Bulgaria

Hungría

España

Reino Unido

Emisiones

de SO2 en

millones

de tons.

2,9

4,3

1,1

1,4

3,2

3,7

%de

. cambio

1980-1987

-6%

+ 5%

+ 3%

- 13%

-3%

- 21%

Kg/persona

1988

183

111

119

134

82

64

Ranking

europeo

1987'

6
3

11

9 .

5

4

El cuadro compara el nivel y la tendencia en las emisiones de SO2 de cuatro países del Este

de Europa, poco antes de la desintegración del antiguo orden político, con cifras del Reino

Unido (por entonces, el emisor más importante de SO2.de Europa occidental en términos

absolutos) y España (el más importante en términos per cápita).

* Los dos países con más altos niveles de emisión eran la Unión Soviética y Alemania

Oriental.

Fuente: Calculado a partir de datos en NOWICKI, 1993-

Como puede verse, Polonia era en 1988 dentro de Europa
—y dejando a un lado Alemania— el principal país responsable
de las emisiones en toneladas de S02 (4.3), con unos niveles
per cápita (111) 35% más altos que los de España (82) y ello a
pesar de tener un menor desarrollo económico que ésta. Che-
coslovaquia, a su vez, emitía más del doble de la cantidad de
S02 per cápita (183) que el peor caso en Europa Occidental.
Además, los únicos países que todavía experimentaban una ten-
dencia creciente en las emisiones de S02 en este período esta-
ban en Europa del Este: Polonia (+5) y Bulgaria (+3).
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Si se analiza la contribución de diferentes países europeos a
la contaminación atmosférica transfronteriza puede conseguirse
una idea aún más precisa de la situación medioambiental en el
Este de Europa.

Contribuciones a la contaminación atmosférica
transfronteriza. Deposición anual de azufre* en países

vecinos a partir de fuentes nacionales

1. Alemania

2. Polonia

3- República Checa

4. Reino Unido

5. Ucrania .

6. Hungría

7. Francia

8. Rumania

9. Italia

10. Bulgaria

Equivalente a toneladas de azufre

9.858

7.955

4.284

3-388

3360

2.214

2.043

2.037

1.612

1.451

• Se excluye la deposición en el mar.

Fuente: Calculado a partir de datos en Ochrona Srodowiska, 1993

A través de estos datos se comprueba que, de los diez países
principalmente responsables de la contaminación transfronteriza,
seis son del Este de Europa y de Europa Central —incluyendo
aquellos que están en el segundo y tercer lugar, ya que la primera
posición, que corresponde a Alemania, se explica básicamente
como resultado de las emisiones de Alemania Oriental—. Esta
situación explica que muchos especialistas occidentales hayan
concluido que la forma más efectiva de reducir las emisiones
globales en Europa es a través de programas de descontamina-
ción en el Este y no a través de costosas medidas en Occidente
(Ap SIMÓN y WARREN, 1993).

Bajando ya a un nivel más local, el Este de Europa presen-
ta un aspecto muy variado: Hay muchas áreas enormemente
degradadas pero también grandes ecosistemas naturales no afec-
tados por la contaminación. En términos generales, la región
puede dividirse en dos grupos. Por un lado, están aquellos paí-
ses que tienen graves problemas medioambientales a nivel agre-
gado y que sufren de una contaminación aguda en todos los
medios —Polonia y la República Checa—. Por otro lado, y den-
tro del segundo grupo, se encuentran aquellos países que tie-
nen problemas medioambientales menos serios a nivel agrega-
do —Hungría, Bulgaria, Rumania, y Eslovaquia—. Sin embargo,
y con independencia de la imagen que ofrecen las estadísticas,
la industrialización forzosa y la irracional planificación urba-
nística, junto a políticas medioambientales ineficaces, han pro-
ducido situaciones locales de ecosistemas agudamente conta-
minados en todos los países del Este. En aquéllos más afectados

por este problema existen áreas locales que forman regiones
enteras de crisis medioambiental, como en Polonia y en la an-
tigua Checoslovaquia. En este segundo caso las autoridades des-
tacaron seis regiones 'severamente dañadas en su medio am-
biente' que cubrían el 7% del país pero incluían al 57% de la
población —tres de estas regiones son Praga, y las zonas in-
dustriales de Bohemia del Norte y Ostra va-Ka rvina en el norte
de Moravia—. En Polonia, por otro lado, existen 27 áreas de-
signadas oficialmente como de 'peligro ecológico', que cubren
el 11% del territorio y abarcan el 35% de la población; aquí se
originan el 77% de las emisiones de partículas, el 81% de las
emisiones atmosféricas, el 62% de los residuos líquidos y el
90% de los sólidos; cinco de ellas —con una población aproxi-
mada de 6 millones— son consideradas 'áreas de desastre
ecológico1, como es el caso del distrito industrial de la Alta
Silesia en la provincia de Katowice (principal centro de la in-
dustria pesada polaca). Junto a la industria hay que considerar
la planificación urbanística que ha situado frecuentemente los
hogares de los trabajadores y sus familias de forma cercana a
las fuentes de contaminación y, por lo tanto, en peligrosos
micro-medioambientes. Las estadísticas de salud pública mues-
tran así una incidencia mucho mayor de mortalidad infantil,
malformaciones congénitas, enfermedades respiratorias y
cardiovasculares, y cánceres en estas comunidades industria-
les. La constatación de esta situación no implica que las anti-
guas autoridades políticas comunistas del Este de Europa igno-
raran completamente los problemas medioambientales. Al
contrario, el desarrollo de la política medioambiental en la
región se produce de forma relativamente paralela al de Occi-
dente (FISHER, 1992; FULLENBACH, 1988; SLOCOCK, 1992). La pro-
tección del medio ambiente fue tema frecuente de discusión
en los órganos del partido, y dio lugar a medidas legislativas y
regulatorias y a programas específicos que intentaron promo-
ver tanto la conservación de energía como la reducción de la
contaminación 3. Los gobiernos del Este de Europa se mostra-
ban ansiosos por estar presentes en los distintos forums inter-
nacionales medioambientales, y los especialistas de la región
jugaron un papel activo en organizaciones internacionales y
en redes académicas vinculadas al tema conservacionista 4.
Asimismo, ciertos instrumentos políticos occidentales (como la
evaluación de impacto ambiental) fueron rápidamente añadi-
dos al repertorio de prácticas del Este. Pero, a pesar de todo
ello, la solución de los problemas medioambientales no gozó
de prioridad (como también ocurría en Europa Occidental en
aquel momento) porque una acción seria en este sentido ha-
bría interferido con la consecución de los objetivos
productivistas. Los resultados medioambientales en el Este
podrían así calificarse como de dramático déficit de
implementación, es decir, como de versión intensificada del fe-
nómeno que se estaba produciendo en Occidente al mismo
tiempo. Este déficit es muy claro en el caso de Polonia, país
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que había sido descrito acertadamente como el más sofistica-
do del Este en cuanto al diseño de su política medioambiental.
Con la creación del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos
Naturales en 1985, Polonia se convirtió en el primer país de la
región en dotarse de una institución conservacionista de status
ministerial aunque exhibió, a pesar de ello, el peor record
medioambiental en ese período (SLOCOCK, 1992; CUMMINGS,
1992).

3. Las raíces sistémicas
del déficit medioambiental
en la Europa del Este

La razón principal del fracaso de la política medioambiental en
el Este de Europa se encuentra en una serie de factores sistémicos
que frustraron los esfuerzos de los responsables de la misma por
colocar la protección del medio ambiente en las agendas políti-
cas de sus gobiernos. De forma resumida, estos factores
sistémicos pueden entenderse desde un punto de vista eco-
nómico —resultado de las pautas de desarrollo industrial im-
puestas en la región a lo largo de los últimos cuarenta años—, y
político —reflejo de las dinámicas del Estado de partido único es-
talinista—.

Desde finales de los años 40, la Unión Soviética respondió
al desarrollo de la guerra fría no sólo consolidando su dominio
político sobre el Este de Europa sino también cortando los la-
zos económicos entre el Este y el Oeste y creando un sistema
económico propio y autárquico en torno al Consejo para la
Ayuda Económica Mutua (COMECON). Por otra parte Occiden-
te, liderado por Estados Unidos, reaccionó restringiendo tam-
bién las relaciones con el Este. Dentro del COMECON se esta-
bleció una especie de división de trabajo entre Estados, y así el
Este de Europa se convirtió en centro de desarrollo de una
industria pesada basada en el procesamiento de materias pri-
mas y uso de fuentes energéticas soviéticas5. Esto condujo a un
rápido desarrollo industrial en la región, dirigido frecuentemen-
te según criterios de oportunidad política y de seguridad militar,
y planificado con una relativa desconsideración hacia la eficien-
cia económica, o los costes medioambientales y sociales. Aisla-
das del más amplio mercado mundial y de fuentes externas de
capital, y careciendo de acceso a las modernas tecnologías oc-
cidentales, las industrias del Este se caracterizaron durante lar-
go tiempo por ser intensivas en el uso de energía y muy conta-
minantes —incluso mucho después de que los países
occidentales hubieran comenzado a progresar en una dirección
más conservacionista—.

intensidad medioambiental de la producción.
Contaminantes por unidad de PIB en Europa del Este y

en la Unión Europea en los años 80

Emisiones de gas (kg/$000)

Emisiones de polvo (kg/$000)

Residuos líquidos (m3/$000)

Residuos sólidos (kg/$000)

Este de Europa'

51

13

83
1.000

Unión Europea"

24

1

24

400

• Media para seis países: Bulgaria, Checoslovaquia, Alemania Orienta!, Hungría,
Polonia, y Rumania.
** Media para los doce países de la UE
Fuente: ZYLICZ, 1993

Intensidad en el uso de energía
en Europa del Este y en la Unión Europea, 1989

UE

Bulgaria

Checoslovaquia

Hungría

Polonia

Rumania

TOEVSOOO PIB

0,25

0,58

0,58

0,38

0,52

0,63

' TOE = Toneladas de Equivalente de Petróleo.

Fuente: UPONCHE, 1993-

Como puede verse, la carga medioambiental para generar
una unidad de PIB en las economías del Este es mucho mayor
que en las de Occidente -probablemente dos o tres veces ma-
yor-, al tiempo que la intensidad energética de las primeras es
también superior a la media de la UE.

El deterioro del medio ambiente en el Este fue reforzado
asimismo por otro factor clave de naturaleza también sistémica:
La dinámica del sistema político implantado en la región bajo la
hegemonía soviética. Este sistema tenía diferentes dimensiones,
pero la más importante para la presente discusión fue la ten-
dencia a subordinar todas las decisiones sociales a considera-
ciones de tipo 'productivista'. Este sesgo productivista de los
países basados en economías planificadas (o cuasi planifica-
das), que ha sido a menudo resaltado por los críticos de sus
políticas medioambientales, tuvo el efecto de crear una estruc-
tura institucional (tanto en las empresas industriales como en
los órganos del Estado que las supervisaban) obsesionada por
cumplir los objetivos de producción e insensible a los costes
—incluyendo aquellos de tipo medioambiental— que acompa-
ñaban a este proceso. Todo empresario sabía que era mejor
centrar sus distintos recursos en la producción antes que en el
control de la contaminación si existía algún riesgo de que los
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objetivos del plan no se cumplieran —riesgo que, además, cons-
tituía la norma ya que estos objetivos eran constantemente ele-
vados—. Si al centrarse meramente en la producción el empre-
sario entraba en conflicto con las autoridades medioambientales,
siempre podía contar con distintos agentes que le protegerían;
así, los ministerios económicos e industriales (políticamente más
poderosos que las agencias de protección medioambiental) con-
seguían generalmente negociar exenciones o prórrogas para las
regulaciones medioambientales, al tiempo que los órganos del
partido podían presionar a las autoridades medioambientales
para que éstas ignoraran el asunto; y si todo eso fracasaba, la
empresa podía cargar las multas en sus propios presupuestos
como coste necesario de la producción.

Muchos analistas han señalado que las economías planifica-
das centralmente tenían un rasgo inherente contra la protección
medioambiental. A pesar de que ese rasgo podría estar presen-
te en los mecanismos de planificación central, no está claro por
qué se le habría permitido prevalecer sobre otras instituciones
y negar políticas que eran vistas como importantes por las auto-
ridades. El constante socavamiento de los objetivos de protec-
ción medioambiental se entiende mejor como producto de la
'crisis de legitimidad' de los regímenes estalinistas, y de su ne-
cesidad de poner el énfasis en las recompensas materiales como
sustitutivo de la libertad política -lo que se ha denominado pac-
to autoritario.

4. Cambios en la Europa del
Este: nuevos contextos
económicos y políticos

En los años que han transcurrido desde 1989 ha tenido lugar
un amplio abanico de cambios en el Este de Europa, tanto en la
esfera económica como en la política. En la esfera política han
ido emergiendo sistemas democráticos, basados en elecciones
regulares y en competición partidista (a veces muy fragmenta-
da). El cambio económico, por su parte, no ha sido siempre tan
rápido como los analistas occidentales propugnaban (y a me-
nudo esperaban), especialmente en la esfera de la privatización
de industrias estatales. Pero mientras que los Estados de la re-
gión siguen siendo responsables de una parte todavía muy con-
siderable de la economía, la forma en la cual ésta se organiza es
ahora muy diferente. En los países que han ido más lejos en el
proceso de cambio económico (Polonia, Hungría, y las Repú-
blicas Checa y Eslovaca), se ha producido una importante
reorientación de las relaciones comerciales desde el Este hacia
el Oeste, una profunda incorporación a los sistemas internacio-
nales de cambio (algunas monedas son ahora parcialmente con-

vertibles), una liberalización de la mayoría de los precios, y una
gradual supresión de los subsidios industriales. Asimismo, como
ahora es relativamente más fácil crear negocios para los propios
ciudadanos y para las compañías extranjeras, ha tenido lugar
un importante aumento del número de empresas. Incluso aque-
llas empresas estatales que no han experimentado grandes cam-
bios tienen que operar en un entorno más competitivo, marca-
do por una mayor implicación en mercados internacionales y
por la propia competencia en los mercados nacionales. Por todo
ello, los países más avanzados del Este de Europa van integrán-
dose efectivamente en el escenario europeo (y mundial) y sus
relaciones económicas se vinculan progresivamente al merca-
do, aunque las consecuencias de este cambio (tanto a nivel
estructural como de comportamiento) son todavía difíciles de
evaluar.

Junto a estas transformaciones han tenido también lugar cam-
bios paralelos en las políticas públicas y, por supuesto, en la
política medioambiental. La mayoría de los países de la región,
en los años que siguieron al colapso del antiguo régimen, to-
maron medidas para elevar el status de sus administraciones
medioambientales (creando organismos nacionales de rango
ministerial donde no existían) y llevaron a cabo diversos pro-
gramas con el objetivo de fortalecer las leyes y regulaciones en
este área. Ha habido dos aspectos de particular importancia en
este proceso: en primer lugar, se ha producido un endurecimien-
to de la postura de las agencias regulatorias, las cuales han
adquirido mayor capacidad para perseguir sus objetivos
medioambientales como resultado de un aumento de su status
administrativo y de una reducción de las interferencias externas
en sus esferas de responsabilidad; en segundo lugar, se ha lle-
vado a cabo un incremento sustancial del nivel de multas y de
cánones recaudados en conexión con la contaminación y el uso
de recursos medioambientales —los cánones por contaminación
atmosférica en Polonia aumentaron por 10 en términos reales
entre 1989 y 1991 (MANSER, 1993), y algo similar parece haber
ocurrido en la República Checa (CERNA y TOSOVSKA, 1991)—. En
Polonia los gravámenes a las emisiones de SO2 están a un ni-
vel de 60/80$ por tonelada y son, por lo tanto, los más altos del
mundo aunque sigan estando sustancialmente por debajo del
coste de descontaminación a través de tecnologías de
desulfurización.

Dadas las raíces sistémicas del fracaso de la política
conservacionista en el Este de Europa existe una expectación
comprensible en la región según la cual la transición dual, ha-
cia el sistema político democrático y el sistema económico capi-
talista, producirá un 'dividendo medioambiental' sustancial con
relativa independencia de las acciones específicas para fortale-
cer las leyes e instituciones de protección medioambiental6. Sería
ridículo negar que esta idea tiene una cierta validez pues, de
forma clara, el sistema económico capitalista occidental, junto
con el sistema político democrático, tiene un mejor record en la
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protección del medio ambiente que los sistemas que domina-
ron hasta hace poco en el Este de Europa. Sin embargo, habría
que incorporar aquí una importante cualificación: No es del
sistema económico capitalista per se del que provendrán los
beneficios medioambientales. El rápido crecimiento económico
en España desde comienzos de los años 60 (como en muchos
otros países anteriormente) estuvo acompañado de una peque-
ña o nula consideración por el medio ambiente y provocó,
consiguientemente, una seria degradación del mismo. De he-
cho, las dinámicas económicas y políticas del régimen franquis-
ta exhiben algunas similitudes con las de los sistemas estalinistas
del Este en relación a la prioridad adscrita a los objetivos
productivistas (y al aumento del bienestar material) como me-
dio de compensar la falta de democracia política. Además, el
capitalismo democrático tiene muchas variantes y existen gran-
des diferencias en cuanto a su capacidad institucional para dar
prioridad a los objetivos medioambientales y llevar a cabo polí-
ticas conservacionistas rigurosas. Es muy necesario, por lo tan-
to, prestar atención al diseño concreto de las políticas públicas
y de las instituciones para la protección medioambiental pues
el hecho de que el concepto de déficit de implementación se
ajuste tan bien al Este de Europa no debe hacer olvidar que
originalmente fue acuñado para describir la actuación de los
países occidentales.

5. Tendencias medioambientales
en la Europa del Este y
lecciones de la experiencia
occidental

El proceso de cambio económico en el Este de Europa tiene
ya más de cinco años, ¿es entonces posible identificar algún
tipo de tendencia que indique cómo será el estado del medio
ambiente en un futuro próximo? Sin duda alguna, se puede
afirmar ya que algunas de las áreas más afectadas por la conta-
minación, como la de la Alta Silesia, han experimentado una
considerable mejora medioambiental. Las estadísticas naciona-
les reflejan claramente esta situación: En la República Checa,
entre 1989 y 1992, las emisiones de SO2 descendieron aproxi-
madamente un 23%, al tiempo que las emisiones sólidas lo ha-
cían en un 26%. Las estadísticas de Polonia sugieren una ten-
dencia aún más pronunciada pues las emisiones industriales de
SO2 han bajado el 33%, y las gaseosas un 40%, mientras que la
deposición de polvo se ha reducido en un 55%.

Parte de esta mejora es debida indudablemente a una regu-
lación más efectiva que ha promovido inversiones en equipos

de descontaminación y una mejor gestión de los impactos
medioambientales. Al mismo tiempo, y a pesar de que algunos
especialistas sugirieron que el cambio en el comportamiento de
las empresas en cuanto a la adopción de estrategias positivas
para el medio ambiente sería relativamente lento, parece que
según datos recientes (PINTO et al., 1993), y observación de
primera mano, muchas empresas están siendo más flexibles en
sus respuestas de lo que se podía prever. Sin embargo, otra
parte de esta mejora es simplemente el resultado de un declive
del ritmo de producción industrial asociado al proceso de cam-
bio económico en la mayoría de los países del Este: El producto
industrial bajó aproximadamente un 37% en la República Checa,
y un 31% en Polonia en 1992 en comparación con 1989- Esto
sugiere que el progreso medioambiental checo puede ser expli-
cado más adecuadamente como resultado del descenso del pro-
ducto industrial pues, entre otras cosas, el aumento de los cá-
nones por las emisiones atmosféricas está siendo llevado a cabo
gradualmente y sólo ha comenzado a ser realmente efectivo en
1993- Las estadísticas industriales de Polonia (que recogen ci-
fras acerca del volumen de contaminación eliminada así como
emitida) permiten extraer una imagen más sutil que muestra
que la cantidad de contaminantes se redujo ampliamente en
línea con la caída de la producción (30% para las emisiones de
polvo y 34% para las de gases) aunque, al mismo tiempo, tuvo
lugar una descontaminación más eficiente que resultó en un
disminución significativa de las emisiones: Cerca del 55% de la
reducción de las emisiones de polvo fue debida a una
ralentización de la producción y un 45% a medidas más efecti-
vas; para las emisiones atmosféricas, el 87% puede explicarse
por el declive del ritmo industrial y cerca de un 13% por la
mejora en la descontaminación (calculado a partir de Rocznik
Statystyczny Przemyslu - Yearbbook of Industrial Statistics, 1993).
Este análisis sugiere que hay diferencias significativas entre la
situación de Polonia y la de la República Checa, pues el primer
país está consiguiendo reducciones de las emisiones atmosféri-
cas más significativas que el segundo, aunque éstas estén prin-
cipalmente basadas en medidas correctoras (end-of-pipe) y con-
centradas en la deposición de polvo, con una eliminación mucho
menos notoria de otros contaminantes (una pauta que también
se aplica a la política medioambiental anterior a 1989). La cues-
tión crucial es lo que sucederá una vez que las economías del
Este de Europa recuperen sus anteriores pautas de crecimiento
(como ya sucede en el caso polaco): ¿Conducirá esta recupera-
ción a un freno en la mejora medioambiental? El dilema podría
ser resumido de la siguiente forma: La situación medioambiental
en el Este en el año 2.000 no será seguramente tan mala como
la de 1989, pero ¿será mejor o peor que la de mediados de los
años 90?

La respuesta a esta pregunta no es simplemente de tipo
predictivo sino que está determinada por variables políticas y,
sobre todo, por la capacidad de los gobiernos de Europa del
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Este de desarrollar y aplicar efectivamente políticas
medioambientales dirigidas principalmente al sector de la in-
dustria pesada. Teniendo en cuenta los contextos políticos
específicos en el Este de Europa, ¿qué tiene la experiencia
Occidental en cuanto a política medioambiental —o, más
concretamente, política atmosférica— que enseñar a la Orien-
tal?

5.1. Experiencias de política atmosférica
en el Occidente

Si se examinan a nivel comparado los datos sobre contami-
nación atmosférica puede afirmarse que la política de calidad
del aire es, sin duda, una de las de mayor éxito dentro del
campo medioambiental (o una de las que exhibe un menor
grado de fracaso).

Emisiones de SOx, NOx, y partículas de fuentes no móviles
(en 1.000 toneladas)

Países

España

Gran Bretaña

Alemania

SO2

2946

(1975)

6.224

(1970)

3.588

(1970)

2.190

(1985)

3.442

(1991)

861

(1990)

NOx

445

(1980)

1.465

(1970)

1.286

(1970)

394

(1987)

1.169

(1991)

697

(1990)

Partículas

889

(1983)

920

(1970)

1.240

(1970)

791

(1985)

286

(1991)

374

(1990)

Fuente: OECD, 1993; MOPT, 1985.

Una de las causas de este éxito ha sido indudablemente la
preocupación generada por la contaminación transfronteriza y
la lluvia acida que, ya en los años 60, provoca serios daños en
los bosques nórdicos. Más adelante, la atención que se conce-
dió en Alemania a este mismo problema conduciría a la aproba-
ción de un estricto decreto sobre grandes plantas de combus-
tión en 1983- La aproximación política que se seguía en este
decreto, y que ponía el énfasis en la necesidad de controlar las
emisiones7 de las grandes centrales eléctricas así como en el
mantenimiento y la mejora de los estándares de inmisión o de
calidad ambiental8, fue rápidamente incorporada por otros paí-
ses que pertenecían al grupo de los más avanzados en cuanto a
protección medioambiental. El decreto alemán también influyó
en la Unión Europea que, en 1988, aprobó una directiva sobre
grandes instalaciones de combustión. Esta nueva tendencia en
la política atmosférica europea estuvo acompañada de difíciles
negociaciones entre, principalmente, la UE y Gran Bretaña. Este
país, que tradicionalmente había practicado una política de 'chi-
meneas altas' para dispersar sus contaminantes, se oponía a la
adopción de los costosos estándares alemanes de protección
atmosférica. Además, el Sur de Europa (y de forma muy visible
España) defendía el 'derecho a contaminar más' como conse-
cuencia, supuestamente ineludible, de una política económica
que intentaría reducir la diferencia de bienestar material exis-
tente entre el Sur y el Norte en la UE.

España: Una política atmosférica sin participación social
y a remolque de la Unión Europea

En España el punto de partida de la política de calidad del
aire es la Ley de Protección del Ambiente Atmosférico de 19729.

Esta ley, que parte de una descripción relativamente optimista
del estado del medio ambiente en España —según el texto, «no
se han alcanzado aún niveles intolerables de degradación del
medio ambiente salvo en casos muy excepcionales» (en GRAU,
1988: 155)—, pone el énfasis en la fijación de niveles de inmi-
sión a través de la introducción de una nueva figura: La zona de
atmósfera contaminada (ZAC) como área en la que, por sobre-
pasarse los límites establecidos de inmisión, se adopta un régi-
men especial de actuaciones de tipo básicamente correctivo —
dispersión de las emisiones— y coyuntural —uso transitorio de
combustibles menos contaminantes—. A mediados de los años
70, y basándose en esta ley y en su decreto de desarrollo (D
833/75), comienzan a aplicarse los primeros planes atmosféri-
cos en ciudades con graves problemas de contaminación. Este
es el caso del Plan Piloto de Urgencia para Bilbao de 1975 cuya
puesta en práctica fue deficiente a pesar de que sus medidas
eran muy limitadas —la sustitución de fuel-oil con un conteni-
do en azufre del 3% por otro de contenido 1,5%—. Curiosa-
mente, la explicación que en aquel momento dio la administra-
ción sobre los fallos en la aplicación de los planes no fue en
absoluto auto-exculpatoria: «La concienciación en España de
este problema ha surgido en un momento totalmente inoportu-
no» (CIMA, 1978: 634). Quedaba así patente, de algún modo, el
escaso interés de las autoridades públicas, que aún perdura,
por promover una rigurosa política de calidad del aire (PÉREZ DE
GREGORIO,. 1989).

Desde mediados de los años 80 se asiste a dos fenómenos
importantes en la política de protección atmosférica: Las Comu-
nidades Autónomas (CC.AAs) comienzan a asumir competen-
cias en esta política, y se inicia la transposición de la legislación
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medioambiental comunitaria al Derecho interno. La gestión de
la política atmosférica por las CC.AAs se recoge principalmente
en planes de saneamiento atmosférico que introducen una cier-
ta perspectiva global pues abarcan tanto la instalación de redes
de medición (para prevenir situaciones de alarma atmosférica)
como la implantación de sistemas de eliminación de los resi-
duos sólidos procedentes de las actividades de descontamina-
ción en el aire. El Programa de 1987 de Vigilancia y Control de
la Contaminación Atmosférica en Huelva constituye uno de los
mejores ejemplos de esta estrategia global. Por su parte, la adop-
ción de las directivas de la UE ha obligado a las autoridades a
afrontar nuevos problemas. Así se ha producido, por ejemplo,
un aumento del número de ZAC (ante los más estrictos niveles
de inmisión europeos), y se ha comprobado la necesidad de
extender las redes de medición para controlar una mayor varie-
dad de contaminantes. En otras ocasiones España ha logrado
plazos de tiempo más largos, así como ciertas exenciones, a la
hora de cumplir determinadas obligaciones medioambientales.
Este es el caso de la directiva 88/609 sobre grandes instalacio-
nes de combustión en la que se ha conseguido no reducir el
porcentaje de emisiones de SO2 en 1993 con respecto a 1980
(frente a una disminución del 40% que practicarán países como
Alemania), reducirlo sólo en un 24% en 1998 (frente al 60% en
el anterior país), y en un 37% en el año 2003 (frente al 70%). Sin
embargo, como estas excepciones son limitadas, la transposi-
ción de la política medioambiental comunitaria ha resultado en
un esfuerzo de adaptación a los nuevos y más exigentes
estándares de protección atmosférica de la UE10. Asimismo, la
incorporación del corpus de directivas ha promovido ciertos
cambios en una política que, tradicionalmente, había reaccio-
nado de forma reactiva con respecto a los problemas
medioambientales y a los desarrollos de la protección atmosfé-
rica en la esfera internacional. Uno de los cambios que se per-
cibe tras la entrada de España en la UE es una menor reticencia
por parte de las autoridades públicas con respecto a la partici-
pación de los actores sociales en la política medioambiental. Y
ello a pesar de que esta política ha sido generalmente decidida
por el gobierno dentro de una pauta de relación no cooperativa
(o, en algunos casos, de cooperación no institucionalizada) con
la industria, y de relativa exclusión de otros intereses sociales
(como las asociaciones ecologistas). Esta nueva aproximación
se refleja, entre otras cosas, en la creación en 1994 del Consejo
Nacional del Medio Ambiente como órgano consultivo que re-
úne a muy diversos grupos sociales. Los pactos
medioambientales, llevados a cabo en áreas muy degradadas,
que promueven el ajuste entre planes públicos y privados de
descontaminación y establecen un diálogo regular (relativamente
institucionalizado) entre los gobiernos regionales y las indus-
trias, constituyen también otra prueba de este cambio en el
estilo político. A pesar de todo ello, la influencia de los actores
sociales en la política medioambiental sigue siendo poco rele-

vante y así lo ha denunciado recientemente Greenpeace al aban-
donar el Consejo Nacional del Medio Ambiente.

Gran Bretaña: práctica del principio contaminador-paga*
dor y reticencia a la política atmosférica de la Unión Eu-
ropea.

Los principios básicos de la política medioambiental británi-
ca han permanecido prácticamente inalterados desde finales del
siglo xix hasta los años 70 (KNÓPFEL y WEIDNER, 1985). Un enfo-
que político cauteloso (wait-and-see approach) contrapuesto al
principio preventivo, la búsqueda de evidencia científica en
contra de una aproximación política proactiva, y la preocupa-
ción por los costes y la eficiencia económica en detrimento de
una política a más largo plazo basada en la inversión en I+D ",
han producido una política de control de la contaminación at-
mosférica relativamente endeble. La aproximación reactiva en
la política atmosférica es coherente con unas condiciones cli-
matológicas favorables de fuertes vientos que permiten conse-
guir, con relativa facilidad, estándares aceptables de calidad
ambiental; las medidas de control de la emisión, por el contra-
rio, son más costosas para el país. Esto explica que, al contrario
que en la UE, en Gran Bretaña haya primado el enfoque de
inmisión sobre el de emisión, y también que la contaminación
transfronteriza no haya sido un tema importante hasta que el
país fue acusado de ser uno de sus responsables.

El marco de la política atmosférica se ha basado en la exis-
tencia de un programa mínimo de control de la contaminación,
elaborado a nivel central, que ha garantizado una gran autono-
mía al organismo regulatorio medioambiental: El Servicio de
Inspectores de la Contaminación (Her Majesty's Inspectorate of
Pollution, HMIP)12. Este organismo fija de forma autónoma lí-
mites de emisión no obligatorios y deja a las autoridades regio-
nales escasas posibilidades de aplicar estándares más estrictos.
La reticencia a imponer estándares obligatorios a nivel nacional
se muestra, por ejemplo, en que hubo que esperar a 1986 para
que se establecieran límites en las emisiones de SO2 y NOx
procedentes de centrales térmicas13 ya que en éstas la práctica
habitual había sido la dispersión de contaminantes a través de
chimeneas cuya altura era negociada entre el HMIP y los pro-
pietarios de las instalaciones. Asimismo, antes de que la directi-
va 80/779 entrara en vigor, tampoco existían niveles obligato-
rios de inmisión a nivel nacional.

Uno de los principios más importantes dentro de la política
atmosférica de Gran Bretaña, introducido en 1874, es el de los
mejores medios practicables {bestpracticable means, BPM). Este
principio señala que las emisiones deben ser reducidas al míni-
mo posible y que no deben ser toleradas si existe algún riesgo
para la salud. El HMIP considera que éste se está aplicando
correctamente cuando se cumplen los límites no obligatorios de
emisión establecidos a nivel nacional. El BPM está vinculado a
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una aproximación política flexible y pragmática, acorde con un
control de la contaminación atmosférica practicado de forma
casuística (sobre una base individual), que permite una gran
libertad a la hora de aplicar los niveles permisibles de contami-
nación. Esto ayudaría a explicar la existencia de una relación
cooperativa entre los diferentes organismos públicos
medioambientales y la industria: La persuasión y la coopera-
ción son así los instrumentos políticos más comunes al tiempo
que los casos de cierre de empresas por razones
medioambientales son muy escasos. En este sentido, podría
señalarse que una pauta de tipo clientelístico habría reemplaza-
do a un enfoque basado en la estandarización legal. Además,
en Gran Bretaña existe también una gran confianza en la auto-
regulación industrial y en el cumplimiento voluntario de las
obligaciones legales. Esto es posible, entre otras razones, por-
que la sociedad exhibe en general un cierto respeto por la fun-
ción pública, la comunidad empresarial suele mostrar una acti-
tud cooperativa con las autoridades, y los grupos sociales no
sospechan en principio del poder de la industria (VOGEL, 1986).
Uno de los pocos asuntos que podría ocasionar problemas en
la cooperación entre autoridades e industria sería el temor mos-
trado por esta última acerca de la total adhesión del gobierno
con respecto al principio contaminador pagador que ha condu-
cido, entre otras cosas, a que la ayuda pública medioambiental
a las empresas no sea grande. Por ello, las decisiones en cuanto
a inversión en tecnología de descontaminación, y las eleccio-
nes (trade-offs) entre factores medioambientales y no
medioambientales, son dejadas al libre arbitrio de la industria y
del mercado M.

Un aspecto distinto de esta relación entre el gobierno y la
industria lo constituye el pequeño número de intereses no em-
presariales con voz en esta política. A mediados de los años 70
comenzó a cuestionarse la cooperación exclusiva entre los res-
ponsables medioambientales y las industrias y, como conse-
cuencia de ello, se produjo una apertura parcial del proceso
político a grupos locales. Sin embargo los intereses no indus-
triales siguen teniendo una posición débil, al tiempo que los
costes económicos que acompañan a los litigios han inhibido a
las asociaciones ecologistas con respecto a la posibilidad de
emprender acciones legales contra los responsables de la con-
taminación. Los procedimientos de tipo secretista con la socie-
dad son generalmente la norma, al tiempo que el acceso públi-
co a los datos medioambientales está aún pendiente de
resolución. Por otro lado, los dos principales partidos del país
(el Conservador y el Laborista) han exhibido tradicionalmente
sólo diferencias ínfimas en cuanto a la política medioambiental,
lo cual se traduce, entre otras cosas, en un importante apoyo
bipartidista a las leyes aprobadas. Este apoyo explicaría no sólo
la gran estabilidad de la política a lo largo del tiempo, sino
también que los problemas ecológicos estén menos politizados,
gocen de menor relevancia que en otros países, y que no hayan

entrado en el debate político hasta finales de los años 80. Sin
embargo esto está cambiando y, en 1987, una encuesta mostra-
ba que la mayoría de los ciudadanos quería medidas
conservacionistas más estrictas: El único tema en el que la pro-
tección del medio ambiente aparecía en segundo lugar era con
respecto al desempleo (WEIDNER, 1987). El mayor interés de la
sociedad por el conservacionismo, así como la creciente in-
fluencia de la UE sobre las políticas medioambientales de sus
Estados miembros, podría estar en la base de los siguientes
cambios: El reciente fortalecimiento de la administración del
medio ambiente 15, la aprobación de un corpus de legislación
ajustado a los requisitos de la UE, la sustitución del consenti-
miento informal entre gobierno e industria por certificados ofi-
ciales basados en líneas de acción establecidas a nivel nacional,
y la mejora del acceso a la información medioambiental. Asi-
mismo, en 1989 y 1990 se introdujeron importantes innovacio-
nes a través del informe titulado 'Esta Herencia Común' (This
Common Inheritancé) y del Acta de Protección Medioambiental.
De esta forma, la política de control de la contaminación está
cada vez más integrada I6, y tanto los controles como las multas
son ahora más frecuentes. Se puede señalar, para concluir, que
•Gran Bretaña está ahora comprometida en un proceso de adap-
tación a las presiones medioambientales de Europa y a las cre-
cientes presiones nacionales, pero todavía afronta dificultades
considerables con respecto a la implementación de las medi-
das» (BOEHMER-CHRISTIANSEN, 1992: 318).

Alemania: una política atmosférica de cooperación con la
industria y de impulso en la Unión Europea

La primera vez que la protección medioambiental se con-
vierte en asunto político de importancia en Alemania es en 1961
cuando el Partido SociaI-Demócrata (SPD) promueve una cam-
paña electoral de tono conservacionista bajo el título de 'Cielo
azul sobre el Ruhr'. Posteriormente, tras su llegada al poder en
1969 en coalición con el Partido Liberal (FDP), el partido apro-
bó un detallado programa medioambiental y puso en marcha
una política conservacionista de gran envergadura. Esta política
se ha mantenido, e incluso fortalecido, tras la victoria electoral
del Partido Cristiano-Demócrata (CDU) en 1982.

La política medioambiental alemana ha estado tradicional-
mente basada en un extenso y detallado corpus de leyes y re-
glamentos elaborados y aprobados a nivel federal. El ejemplo
paradigmático de este tipo de regulación es la Ley Federal para
la Protección del Aire (Bundesimissionsschutzgesetz, BImSchG)
de 1974, y su reglamento (TA Luft) del mismo año. Esta ley
constituye, en términos comparativos, uno de los instrumentos
más estrictos en la política de control de la contaminación at-
mosférica. La BImSchG pone el énfasis en el control de las
inmisiones y permite a las regiones —los Lánder han sido los
principales actores en la aplicación de esta política— fijar
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estándares de calidad ambiental más estrictos si existen circuns-
tancias locales que así lo requieran, o si llegan a acuerdos vo-
luntarios con las industrias. Por lo tanto, las autoridades regio-
nales han tenido un considerable margen de maniobra que
explica que el gobierno federal se resistiera, al principio, a im-
poner regulaciones uniformes sobre las emisiones. Sin embar-
go, el gobierno ha ganado gradualmente peso en esta política
en detrimento de los Lánder.

A pesar de que la BImSchG constituía a nivel internacional
uno de los instrumentos más estrictos en la protección atmosfé-
rica, ofrecía considerables ventajas a los grandes agentes conta-
minantes (principalmente a las centrales de combustión anti-
guas) pues introducía diferentes criterios (como la practicabilidad
económica, la proporcionalidad de la medida requerida, las
posibilidades técnicas...) que debilitaban la exigencia de los
objetivos medioambientales17. Desde mediados de los años 80,
sin embargo, esta política fue reforzada por medio del decreto
sobre grandes plantas de combustión (Grossfeuerungsanlagen-
Verordnung). Este decreto fue el resultado de dos factores prin-
cipales: El juicio de Voerde, por el cual un juez ordenó paralizar
la ampliación de una central eléctrica ante la constatación de
que la BImSchG no especificaba ni los niveles de emisión ni el
estado de la técnica que debían aplicarse a las plantas de com-
bustión; y la relevancia social que comienza a concederse al
problema de la 'muerte de los bosques' (Waldsterberi). Todo
ello favorece un cambio en la orientación seguida hasta enton-
ces en la política atmosférica en el sentido de darse ahora prio-
ridad al control de los niveles de emisión estableciéndose, así,
límites estrictos y uniformes a nivel nacional que reducen el
margen de maniobra de las autoridades regionales. La nueva
legislación establece asimismo criterios técnicos (la mejor tec-
nología disponible) que son más exigentes que el principio bri-
tánico del BPM. Aunque el sector eléctrico y del carbón se re-
sistió en un principio a estas novedades, terminó aceptándolas
por distintas razones de las que cabe destacar dos: La perspec-
tiva de que se impondrían obligaciones similares a las indus-
trias europeas del ramo como consecuencia del proceso
armonizador practicado por la UE y promovido por Alemania;
y, más importante aún, la importante ayuda pública que, a dife-
rencia del caso británico, el gobierno ha estado siempre dis-
puesto a aportar. Asimismo distintas instituciones privadas y
públicas, así como diversos grupos de expertos, han favorecido
una política medioambiental activa y tecnológicamente
innovadora (BOEHMER-CHRISTIANSEN, 1992). Esto explicaría, por
ejemplo, que Alemania sea el país dentro de la UE en el que la
instalación de equipos de desulfurización está más extendida
(más del 80% del total de la capacidad europea) (OECD, 1993).
La legitimidad que se atribuye a la tecnología como fuerza
impulsora de la protección medioambiental es tal que el princi-
pio de anticipación/precaución (Vorsorgé) —frente al principio
reactivo que busca resolver problemas que van produciéndo-

se— ha ido imponiéndose en el proceso político al tiempo que
ha llegado a tener prioridad sobre los criterios de practicabilidad
económica y de certeza científica.

Otro de los rasgos de la política de control de la contamina-
ción atmosférica es que se ha caracterizado por promover una
relación cooperativa entre los responsables públicos y los gru-
pos industriales. De hecho, la industria está presente en el pro-
ceso político medioambiental desde sus inicios y las más im-
portantes organizaciones económicas (por ejemplo, la Asociación
Federal de la Industria Alemana, VDI) son enormemente influ-
yentes en el mismo; esta influencia se demuestra en que, en
algunas ocasiones, la VDI ha conseguido debilitar las exigen-
cias conservacionistas contenidas en la regulación. La coopera-
ción entre industria y gobierno queda perfectamente
ejemplificada en la práctica de los acuerdos voluntarios
(freiwillige Vereinbarungeri). Estos acuerdos se desarrollan a lo
largo de tres etapas: En la primera, el gobierno establece una
serie de objetivos medioambientales (Zielfestlegung) que publi-
ca en el boletín oficial de la federación para que la industria
pueda conocer sus intenciones; en la segunda, la industria pue-
de elegir entre aceptarlos voluntariamente o esperar a que las
autoridades los impongan a través de leyes o normas; en la
tercera etapa, el gobierno organiza rondas negociadoras con
aquellas industrias que han asumido los objetivos con el fin de
llegar a compromisos voluntarios (orales o escritos, pero no
vinculantes) para la realización de los mismos. A estos compro-
misos se les da posteriormente publicidad de forma que la opi-
nión pública pueda actuar como garante de los mismos (AGUILAR,
1993a). La cooperación entre gobierno e industria se refuerza a
partir de 1974 cuando se critica la poca eficacia de la aproxima-
ción tradicional de imposición regulativa (command-and-con-
trol), y se pone el énfasis en la auto-regulación industrial, el
cumplimiento voluntario de la legislación, y los instrumentos
económicos. Sin embargo, la aplicación del 'gobierno privado'
de la industria no ha producido los resultados esperados. Este
relativo fracaso, junto a la creciente sensibilidad conservacionista
de la sociedad y los triunfos electorales de las listas verdes
desde finales de los años 70, ha fortalecido la crítica acerca de
un estilo político que es cooperativo exclusivamente en rela-
ción a los intereses económicos. A pesar de ello, sólo reciente-
mente distintos grupos sociales han comenzado a ser incorpo-
rados de forma efectiva al proceso político medioambiental.

Conclusiones
La primera conclusión que podría extraerse de la experiencia

occidental es que sólo la interacción entre sistema político demo-
crático, sociedad sensibilizada por la protección del medio am-
biente, y flexibilidad y capacidad de respuesta de los mecanis-
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mos de mercado, puede producir consecuencias
medioambientales positivas. Junto a esto, los estudios sobre po-
lítica atmosférica en los países occidentales han tendido a coin-
cidir en puntos similares: Que la contribución más significativa
a la mejora en la calidad del aire no siempre proviene de medi-
das políticas concretas sino de factores estructurales como los que
afectan a cambios en la política energética, o al ritmo de produc-
ción industrial en tiempos de crisis económica; que los progra-
mas políticos relativamente simples, gestionados de forma cen-
tralizada, y dirigidos al control del contenido en azufre de distintos
combustibles suelen tener efectos más positivos que los progra-
mas complejos de control de las emisiones; que el énfasis de los
gobiernos en la actividad legislativa, y en la sustitución de regu-
laciones antiguas por otras nuevas, puede desviar la atención de
un tema más importante como es el de hacer cumplir la legisla-
ción ya existente (enforcemeni); que la eficacia de la política no

parece depender de la introducción de cláusulas que favorezcan
la participación pública (aunque sí se puede hablar de una cier-
ta relación entre política rigurosa y sensibilidad medioambiental
social); y que el presupuesto asignado al organismo público en-
cargado de la protección medioambiental no es el factor clave en
el éxito de la política y sí los gastos en los que incurren aquellos
sujetos que están sometidos a la regulación (las industrias)
(KNÓPFEL y WEIDNER, 1982,1983,1985,1986; PORTNEY, 1991). Se
podría así terminar diciendo, de forma resumida, que las medi-
das políticas simples y directas que se vinculan a (y refuerzan)
tendencias estructurales, y se centran en los programas de cum-
plimiento y no en los de renovación legislativa, tienen más posi-
bilidades de producir resultados positivos rápidos y de menor
coste para la protección medioambiental18. Esta es una lección
relevante para el Este de Europa como región en la que los re-
cursos económicos y de tiempo son escasos.

Notas

* Este artículo es resultado de un proyecto ya finalizado de la Unión Europea
(ACE-92-0256-R).

** Universidad de Salamanca.

*** Universidad de Paisley.
1 Esta hipótesis sostendría, en última instancia, que la política pública determina la
forma de hacer política dentro de la misma (las 'policief condicionarían las 'politicé).
2 En 1992, por ejemplo, la Agencia de Protección Medioambiental de Estados Uni-
dos organizó en Budapest uno de sus Talleres internacionales de cumplimiento
(international enforcement workshops) con este objetivo. Este proceso de transmi-
sión de 'experííse medioambiental ha conducido a que algunos diseños políticos
del Este se asemejen a una curiosa mezcla internacional en la que se combinan los
estándares alemanes, los conceptos políticos norteamericanos, y las tradiciones
administrativas locales.
3 Estos programas corrieron, en la mayoría de los casos, una suerte paralela a los
programas de reforma económica. Así Hungria, el país con mayor éxito con respec-
to a la innovación económica, exhibe también los mejores resultados en cuanto al
control de sus actividades industriales más insensibles con el medio ambiente. No
hay más que analizar los datos que siguen (que muestran el nivel relativamente
alto, pero en descenso, de emisiones de SO2, y los grados de eficiencia energética)
para comprobar esto.
4 Esta ansiedad por formar parte de la comunidad internacional dedicada a asun-
tos medioambientales contribuyó, de forma importante, a la desintegración de los
sistemas políticos estalinistas. Muchos especialistas del Este experimentaron una
gran frustración ante la incapacidad de sus gobiernos por llevar a cabo compromi-
sos políticos y, como resultado, se concentraron en la organización de protestas
conservacionistas que, en ocasiones, se vincularon a otros tipos de disidencia polí-
tica. El ejemplo más claro de esta disidencia se encuentra en Bulgaria: En este país
los principales grupos de oposición se agruparon bajo el nombre de 'Ecoglasnost1,
al tiempo que la crisis política que condujo al colapso del régimen en 1989 fue
provocada por protestas públicas contra la decisión del gobierno de acoger una
conferencia internacional sobre el medio ambiente.
5 Las principales fuentes de contaminación en el Este han estado asociadas a la
industria pesada. Los datos de Polonia muestran, por ejemplo, que estos procesos
industriales eran directamente responsables de casi la mitad de las emisiones de
partículas (la principal causa de problemas de salud vinculada a la contaminación
atmosférica) y de una gran proporción de emisiones de NOx, al tiempo que la
fuente más importante de emisiones de SO2 es el sector eléctrico.
6 Esto ha conducido a algunos políticos a cuestionar abiertamente el papel del
estado en la protección medioambiental. Así se muestra en unas recientes declara-
ciones, de 1994, del Primer Ministro checo Vaclav Klaus: «La propiedad privada (y la

defensa de la misma) es la clave de cualquier solución del problema ecológico...
Algunos ecologistas nos dicen que los propietarios privados no pueden ver más
allá de sus narices y que sólo están maximizando 'los beneficios del día'... y que
por lo tanto es necesario que el estado entre en este juego y 'represente el futuro'.
Pero esto es un gran error. Que un funcionario estatal pueda tener un interés a más
largo plazo que un propietario (que tiene sus herederos) no parece que haya ocu-
rrido históricamente. El Estado socialista y sus burócratas no demostraron nada de
esto y ningún estado tiende a ser mucho mejor. Por lo tanto no confiemos en que
quizás el estado (y sus consejeros con la mejor de las intenciones) pueda operar
mejor que el mercado'.
7 La emisión es definida por la legislación medioambiental española como -la cuantía
de cada contaminante vertida sistemáticamente a la atmósfera en un período deter-
minado, medida en las unidades de aplicación que corresponda a cada uno de
ellos* (en GRAU, 1988:159). De forma resumida, la emisión es la contaminación que
se mide a la salida del foco emisor.
8 La inmisión se define como los -límites máximos tolerables de presencia en la at-
mósfera de cada contaminante, aislado o asociado con otros en su caso» (en GRAU,
1988:159). De esta forma, los niveles de inmisión se miden en una zona territorial y
son el resultado de la suma de las distintas emisiones dentro de la misma.
9 En 1993 se inicia la reforma de la ley de Protección del Ambiente Atmosférico.
Como principales puntos de la misma habría que señalar la introducción de la
figura de responsabilidad civil -los agentes que desarrollen actividades contami-
nantes tendrán que indemnizar a los perjudicados por las mismas-, y la obligación
por parte de las actividades catalogadas como potencialmente contaminantes de
realizar auditorías medioambientales si quieren obtener ayudas económicas y fisca-
les de la administración (AGUILAR, 1993b).
10 Este esfuerzo explicaría la aprobación, en 1990, del Programa de Creación de
una Base Energética y Tecnológica Medioambiental. Este programa del Ministerio
de Industria es uno de los pocos que promueve una política de descontaminación
preventiva mediante el fomento de tecnologías limpias, y la fijación de niveles de
contaminación más estrictos que los existentes en la legislación vigente.
11 El énfasis en la eficiencia económica ha conducido a defender la necesidad de
tolerar efectos perjudiciales para el medio ambiente cuando el coste de eliminación
de los mismos era extremadamente alto. Por esta razón, la tecnología de desconta-
minación atmosférica está relativamente poco desarrollada: Las centrales térmicas
con equipos de desulfurización y desnitrogenización son escasas ya que, hasta
hace poco tiempo, el lavado de carbón era prácticamente la única medida utilizada
para reducir el SO2.
12 El origen de esta institución se encuentra en el Servicio Alkali de Inspección
(Alkali Inspectorate) creado en 1863.
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13 En el sector químico, sin embargo, sí era común la existencia de límites de
emisión.
14 Es tema de discusión si este énfasis en el mercado se debe a un particular estilo
político nacional -enraizado en tradiciones culturales y acuerdos políticos estructu-
rales- o a la llamada 'revolución thatcherista'. Para algunos autores, los consejeros
y expertos medioambientales eran conscientes de los objetivos del gobierno con-
servador (privatización y des-regulación) y promovieron un enfoque basado en el
mercado (BOEHMER-CHRISTIANSEN, 1992). Otra opinión sostendría, por el contrario,
que la política de control de la contaminación ha sido poco influida por el
thatcherismo.
15 La Secretaría de Estado del Medio Ambiente ha conseguido poderes para esta-
blecer límites de emisión y estándares de calidad ambiental. Las autoridades loca-
les, por su parte, tienen ahora también competencias para otorgar los permisos
previos a la instalación de ciertas fuentes de emisión.
16 Así, por ejemplo, el Servicio de Inspectores de la Contaminación -junto con la
Autoridad Nacional de Cuencas Fluviales, y las 82 autoridades locales sobre resi-
duos- será absorbido por la Agencia de Medio Ambiente {The Guardian, 1995).
17 Además, a mediados de los años 70 la política medioambiental perdió parte de
su fuerza inicial por diferentes razones: La crisis económica, la resistencia de la
industria, y el conflicto entre el Ministerio de Economía (cercano a los intereses

industriales) y el Ministerio de Interior (responsable de la política medioambiental
hasta 1986) (MÜLLER, 1986).
18 Existen, sin embargo, diversas razones que permiten poner en duda esta conclu-
sión relativamente pesimista acerca de los programas regulativos sofisticados. Los
estudios sobre implementación fueron realizados a finales de los años 70 y princi-
pios de los 80, cuando la mayoría de los programas de protección atmosférica
llevaban en vigor menos de diez años. Este lapso de tiempo puede ser adecuado
para evaluar otras políticas públicas, pero es claramente insuficiente en el caso de
la política medioambiental por tres razones básicas: Esta política, aunque no es
completamente nueva, ha adquirido sólo recientemente cierta prioridad en deter-
minadas agendas políticas; tiene un impacto directo en los intereses centrales de
algunos actores poderosos como las multinacionales; y está asociada a procesos
naturales (cambios metereológicos) y de largo plazo que son difíciles de controlar.
Por lo tanto, es probable que los anteriores estudios hayan producido una imagen
distorsionada al referirse a una etapa todavía temprana y formativa, cuando la
resistencia al cambio era todavía alta (ni los tribunales habían elaborado una 'juris-
prudencia conservacionista', ni la sensibilidad por el medio ambiente estaba muy
extendida en la sociedad) y el potencial regulativo bajo. Sólo muy entrados los
años 80, y debido tanto a un proceso de aprendizaje por parte de las agencias
públicas como a un cambio de las actitudes sociales, comienza a aplicarse seria-
mente y a cumplirse (con diferentes grados) la regulación en este campo.
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